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Domínguez Irizarry, Jueza Ponente 
 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de agosto de 2016. 

El recurrente, señor Jorge L. Urbina Acevedo, comparece 

ante nos y solicita que revoquemos la Resolución Administrativa 

emitida por la Junta de Síndicos de los Sistemas de Retiro de los 

Empleados del Gobierno y la Judicatura (Junta), el 7 de abril de 

2016, debidamente notificada el 16 de mayo de 2016.  Mediante la 

misma, el antedicho organismo le denegó el beneficio de pensión 

por razón de incapacidad ocupacional, tras confirmar un previo 

dictamen emitido por la Administración de los Sistemas de Retiros 

de los Empleados del Gobierno y la Judicatura (Administración). 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la resolución administrativa recurrida.  

I 

 Surge de la Resolución recurrida que el recurrente se 

desempeñó en el servicio público por espacio de 22.25 años, 

término por el cual cotizó al Sistema de Retiro.  Durante los días 

10 de octubre de 2002, y 29 de octubre de 2008, el recurrente 
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sufrió dos (2) accidentes calificados como de naturaleza laboral.  

Respecto al primero, el Fondo de Seguro del Estado emitió los 

siguientes diagnósticos, los cuales relacionó con el ejercicio del 

empleo del recurrente: “Radiculopatía L5-S1, C6 derecha y C5C6 

izquierda, HNP L4-L5, Protusión C6-C7 y una condición 

denominada como Esguince Cervical y Lumbosacral.”  Por su 

parte, en cuanto al segundo de los accidentes, el Fondo también lo 

atribuyó al ejercicio de su empleo, y emitió un diagnóstico de 

exposición a aluminio con intoxicación y neuropatía agravada.1   

 En virtud de lo anterior, el recurrente presentó una solicitud 

sobre pensión por incapacidad ocupacional ante el Sistema de 

Retiro.  No obstante, mediante expresión del 8 de enero de 2014, la 

misma se le denegó.  Específicamente, el organismo competente 

determinó que no cumplió con los criterios de incapacidad, parcial 

ni total, para ejercer su puesto en el servicio público, por lo que no 

era acreedor del beneficio solicitado.  En desacuerdo, el recurrente 

acudió ante la Junta.  Luego de acontecidos varios trámites, el 2 de 

octubre de 2014, se celebró la correspondiente vista administrativa 

ante la Oficial Examinadora designada.  Durante la misma, se 

presentó abundante evidencia documental, consistente en los 

informes y certificaciones médicas relacionadas a las condiciones 

del recurrente, notas de progreso de los galenos que tuvieron a su 

haber examinarlo, así como otros documentos.  Igualmente, en 

apoyo a su requerimiento, el recurrente prestó su declaración.  En 

esencia, aludió a sus condiciones de salud, sus limitaciones 

físicas, su estado emocional como secuela de las mismas, el 

agravamiento de condiciones preexistentes por razón de la 

                                                 
1 Según se desprende del dictamen que atendemos y de los documentos que 

obran en autos, en el 2006, el recurrente fue separado del servicio público por 

razón de indisciplina.  Sin embargo, el segundo de los accidentes, que tiene 

fecha posterior, se calificó como de índole laboral, en virtud del contenido de las 

Certificación de Comprensibilidad emitida por el Fondo, sobre las alegaciones 
del recurrente en cuando a las condiciones del desempeño de sus funciones.  
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intoxicación con aluminio durante el desempeño de sus funciones, 

entre otros aspectos pertinentes a su reclamación. 

 Tras haber examinado toda la prueba sometida a su 

consideración, mediante Resolución del 7 de abril de 2016, 

notificada el 16 de mayo siguiente, la Junta confirmó el dictamen 

emitido por la Administración y, por ende, denegó la solicitud 

sobre pensión por incapacidad ocupacional promovida por el 

recurrente.  Como fundamento de su determinación, la entidad 

dispuso que este no presentó prueba suficiente capaz de establecer 

el cumplimiento con el requisito de severidad de la incapacidad 

para ser acreedor del beneficio en controversia.  Específicamente, 

determinó que la evidencia médica ofrecida por el recurrente no 

demostró el grado de incapacidad requerido por las normas 

reglamentarias aplicables, a los efectos de concluir sobre la 

inhabilidad de un empleado para desempeñarse en el servicio 

público.  

 Inconforme con lo resuelto, el 13 de junio de 2016, el 

recurrente compareció ante nos mediante el presente recurso de 

revisión administrativa.  En esencia, se opone a lo resuelto al 

aducir que, tanto la prueba documental, como su evidente 

condición física, establecen la severidad de su incapacidad, ello a 

fin de hacerlo acreedor a la pensión correspondiente.   

 Luego de examinar el expediente de autos y con el beneficio 

de la comparecencia de ambas partes de epígrafe, estamos en 

posición de disponer del presente asunto. 

II 

Es norma firmemente establecida en el estado de derecho 

vigente, que los tribunales apelativos están llamados a abstenerse 

de intervenir con las decisiones emitidas por las agencias 

administrativas, todo en deferencia a la vasta experiencia y 

conocimiento especializado que les han sido encomendados.  The 
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Sembler Co. v. Mun. de Carolina, 185 DPR 800 (2012); Asoc. Fcias. 

v. Caribe Specialty II, 179 DPR 923 (2010).  En este contexto, la 

sección 4.5 de la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme, 

Ley Núm. 170 del 12 de agosto de 1998, 3 LPRA sec. 2175, 

establece el alcance de la revisión judicial respecto al 

pronunciamiento concerniente.  A tal efecto, la referida disposición 

legal expresa como sigue:   

El tribunal podrá conceder el remedio apropiado si 
determina que el recurrente tiene derecho a un 
remedio.  

  
Las determinaciones de hechos de las decisiones de las 
agencias serán sostenidas por el tribunal, si se basan 

en evidencia sustancial que obra en el expediente 
administrativo.  

  
Las conclusiones de derecho serán revisables en todos 
sus aspectos por el tribunal.  

 
Al momento de revisar una decisión agencial, los tribunales 

deben ceñirse a evaluar la razonabilidad de la actuación del 

organismo.  The Sembler Co. v. Mun. de Carolina, supra.  Por ello, 

los tribunales no deben intervenir o alterar las determinaciones de 

hechos que emita, siempre que estén sostenidas por evidencia 

sustancial que surja de la totalidad del expediente 

administrativo.  Otero v. Toyota, 163 DPR 716 (2005); Pacheco v. 

Estancias, 160 DPR 409 (2003).  En este contexto, nuestro 

Tribunal Supremo ha definido el referido concepto como aquella 

evidencia relevante que una mente razonable podría aceptar como 

adecuada para sostener una conclusión.  Pacheco v. Estancias, 

supra; Assoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. Seg. P.R., 144 DPR 425 

(1997).    

De otro lado, la parte afectada por una determinación de 

hechos de una agencia debe, en primer lugar, demostrar que existe 

otra prueba en el récord que reduzca o menoscabe el valor 

probatorio de la evidencia impugnada, hasta el punto de que no se 

pueda concluir que la misma fue razonable de acuerdo con la 
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totalidad de la prueba que el organismo tuvo ante su 

consideración.  Ramírez v. Depto. De Salud, 147 DPR 901 

(1999).  Esta exigencia cumple con el propósito de evitar que meras 

alegaciones sirvan de fundamento para impugnar las 

determinaciones de hechos agenciales, a la vez que sostiene la 

presunción de corrección y legalidad que revisten a las decisiones 

administrativas.  Por tanto, si la parte afectada no demuestra la 

existencia de prueba capaz de derrotar este axioma, las 

determinaciones de hechos de una agencia deben ser sostenidas 

por el tribunal revisor.  Ramírez v. Depto. De Salud, supra.  

A tenor con esta norma, los foros judiciales limitan su 

intervención a evaluar si la decisión de la agencia es razonable y 

no si hizo una determinación correcta de los hechos ante su 

consideración.  Assoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. Seg. P.R., 

supra.  En caso de que exista más de una interpretación razonable 

de los hechos, el tribunal debe sostener lo concluido por la 

agencia, evitando sustituir el criterio del organismo por sus 

propias apreciaciones. Pacheco v. Estancias, supra. Ahora bien, 

esta norma de deferencia no es absoluta.  La misma cede cuando 

está presente alguna de las siguientes instancias: (1) cuando la 

decisión no está fundamentada en evidencia sustancial; (2) cuando 

el organismo administrativo ha errado en la apreciación de la ley, 

y; (3) cuando ha mediado una actuación irrazonable, o 

ilegal.  Marina Costa Azul v. Comisión de Seguridad, 170 DPR 847 

(2007).  Así, pues, si el tribunal no se encuentra ante alguna de 

estas situaciones, está en la obligación de sostener la 

determinación de la agencia concernida.  Otero v. Toyota, supra.  

III 

 En el caso de autos, el recurrente cuestiona la legitimidad 

del pronunciamiento por el cual el organismo aquí recurrido 

denegó su solicitud sobre pensión por causa de incapacidad.  
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Específicamente, indica que la evidencia médica sobre las 

condiciones derivadas de los accidentes laborales certificados por 

el Fondo de Seguro del Estado, establecían la severidad de las 

mismas, por lo que, a su juicio, cumplía con los criterios aplicables 

para recibir el beneficio requerido.  Sin embargo, tras auscultar los 

méritos del reclamo sometido a nuestra consideración, resolvemos 

que nada en el expediente que nos ocupa sugiere que la 

determinación agencial recurrida amerita ser dejada sin efecto.   

Conforme esbozáramos, en la materia que atendemos, el 

ejercicio de nuestra función revisora se ciñe a determinar si el 

pronunciamiento administrativo objeto de revisión es uno 

razonable, ello a tenor con la evidencia examinada por la entidad 

concernida.   Dicha premisa salvaguarda el principio de deferencia 

que el estado de derecho estatuye respecto a la especialización y 

experiencia que ostentan las agencias administrativas en cuanto a 

los asuntos cuya atención, en virtud de ley, se les encomendó.  Así, 

pues, cuando un dictamen agencial esté plenamente sustentado 

por evidencia sustancial contenida en el expediente administrativo, 

este Foro está impedido de sustituir el criterio del organismo por 

sus propias apreciaciones. 

En la presente causa, nada denota un ejercicio irrazonable 

por parte del ente recurrido al expresarse sobre el asunto en 

disputa.  La resolución administrativa que atendemos permite 

entrever una adjudicación debidamente fundamentada en la 

prueba y cónsona con las normas reglamentarias aplicables al 

asunto.  Las disposiciones reglamentarias aplicables a la concesión 

de una pensión por razón de incapacidad imprimen cierta 

rigurosidad al criterio de severidad de la condición en la cual se 

fundamenta la reclamación correspondiente, ello en virtud de la 

naturaleza de dicho beneficio. La prueba documental que 

acompaña al recurso de revisión que atendemos apoya la 
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determinación del pronunciamiento emitido por la Junta, puesto 

que las apreciaciones médicas pertinentes no establecen 

imposibilidad física alguna resultante de los accidentes en 

cuestión, que inhabiliten las capacidades del recurrente.  Siendo 

así, resolvemos que la determinación administrativa aquí recurrida 

obedece, no sólo a los términos reglamentarios aplicables al 

asunto, sino también al ejercicio adjudicativo eficaz de la agencia 

experta competente, respecto a la evidencia sometida a su 

escrutinio.  Además, destacamos que nuestro estado de derecho es 

enfático al disponer que las determinaciones emitidas por el Fondo 

de Seguro del Estado, o por la Administración del Seguro Social 

Federal, no son vinculantes frente a los beneficios concedidos 

mediante ley especial.  Díaz v. Pneumatic & Hydraulics, 169 DPR 

273 (2006).  De ahí que, en el presente caso, las conclusiones del 

Fondo respecto a la condición del recurrente, no guardan 

supremacía sobre los parámetros legales y reglamentarios 

establecidos por la agencia experta.  

IV 

 Por los fundamentos que anteceden, se confirma la 

resolución administrativa recurrida. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

                                Dimarie Alicea Lozada 
                               Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


